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DELEGADOS 
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INVITADOS: Por la Comisión de Seguridad Social del PITCNT y Equipo de Representación de los 
Trabajadores en el Instituto de Seguridad Social, señores Ariel Ferrari, Director del BPS y 
Miguel Eredia; y señoras doctora Rosario Oíz, Alicia Silva y Celia Vence 


SEÑOR PRESIDENTE (don Esteban Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al señor Director Ariel Ferrari, a la doctora Rosario Oíiz, a las señoras Alicia Silva y 
Celia Vence, y al señor Miguel Eredia, representantes de la Comisión de Seguridad Social del PIT CNT y del 
Equipo de Representación de los Trabajadores en el Instituto de Seguridad Social. 


SEÑOR FERRARI. Solicitamos la entrevista para hacer algunos planteos sobre temas que nos 
merecen gran atención y que queríamos compartir con la Comisión, por lo cual agradecemos que nos 
hayan recibido. 


Como ustedes saben, este planteo es compartido por la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas 
del Uruguay, que hoy está terminando su congreso. Hemos leído con atención la versión taquigráfica de la 
sesión en que la Comisión invitó al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ante la publicación y puesta en 
práctica, primero, del Decreto N* 281 y, posteriormente, del Decreto N* 291, ambos de este año. También 
hemos leído con atención las versiones taquigráficas de otras comparecencias en la Comisión, como la del 


Directorio de República AFAP. Lo que pretendemos es dar nuestra visión en lo que refiere a una acción que, 
desde el movimiento sindical y la representación de los trabajadores, estamos llevando adelante. 


Creemos que este Poder del Estado, con su independencia y autonomía, además de legislar también debe 
bregar por que las normas que aprueba se cumplan cabalmente. Todos saben que tenemos una visión muy 
crítica de la Ley_N” 16.713. Desde hace mucho tiempo, la Comisión de Seguridad Social con la 
representación de los trabajadores ha trabajado en este tema y, año a año, ha hecho públicas las 
consecuencias de esa ley que lleva vigente poco más de doce años. 


El PITCNT en su 8* Congreso, en noviembre de 2003, una propuesta de reforma estructural del sistema de 
seguridad social y la viene planteando desde ese año. Esta propuesta no implica volver al Acto N* 9. No se 
trata de derogar la Ley N* 16.713 sino de construir un sistema sobre la base de principios que la propia 
Organización Internacional del Trabajo reivindica en lo que tiene que ver con la universalidad, la solidaridad 
y la obligatoriedad, y que el ciento por ciento de los trabajadores estén contemplados en esto. Entonces, el 
sistema tendría un pilar asistencial pero todos los que trabajan deben estar contribuyendo a la seguridad 
social. 


Como en un sistema de reparto es imposible reflejar todo el salario por el cual debe contribuir un trabajador 
por lo menos técnicamente hasta ahora nadie ha podido demostrar lo contrario, y habiendo una escala de 
salarios muy alargada, con trabajadores dependientes que llegan a ganar $ 250.000 aunque sean casos 
excepcionales, hay que contemplar que ellos vean reflejadas sus contribuciones, planteamos que haya un 
pilar residual que no es para más del 10% de los trabajadores de capitalización, no lucrativo, donde los 
involucrados participen y que tenga una renta mínima asegurada. Se confunde, pero esto es totalmente 
diferente a una AFAP. 


En el balance de República AFAP ustedes también lo han recibido,, la nota del Presidente expresa que ahora 
el P-CNT dice que está a favor de un sistema de capitalización, pero el pilar es totalmente distinto a una 
AFAP. Hay experiencias de sistemas complementarios en el mundo que plantean un reparto hasta 
determinado nivel, y para reflejar los altos salarios se puede aplicar, por ejemplo, lo que se hace en España, 
donde las comisiones por administración son un porcentaje mínimo de la rentabilidad que genera ese fondo, 
no cobrando las brutales comisiones que se cobran hoy. Es decir: la suerte de quien administra estaría atada a 
la del trabajador, no como acá, donde independientemente de la suerte que corra el fondo del trabajador, lo 
primero que hace la administradora es quedarse con el 14% de lo que se transfiere, que es un lucro brutal. 


Ayer, en el Congreso de la ONAJPU había legisladores presentes nos llamó la atención lo que se está 
transfiriendo a las AFAP. Si tomamos junio de 2007 a junio de 2008 se transfirieron US$ 26:000.000 por 
mes. El 14% con US$ 3:500.000, que es lo que todos los meses se quedan ellos. República AFAP se queda 
casi con la mitad de esa cifra, o sea que por comisiones en el último año ganó US$ 24:000.000. Son fondos 
que no fueron a la cuenta individual del trabajador sino las grandes ganancias que tienen ellos. ¿Cuántas 
veces escuchamos decir al Poder Ejecutivo que no hay recursos suficientes para dar el aguinaldo o para hacer 
adelantos de jubilaciones? 


Yo comparto que se ha avanzado como nunca y han mejorado las condiciones, como planteamos en la 
propuesta alternativa de los trabajadores, priorizando a los que menos tienen, a los excluidos del sistema de 
previsión social, permitiendo su inclusión. Felicitamos que se haya convocado a un verdadero Diálogo 
Nacional sobre Seguridad Social, donde discutimos durante ocho meses y llegamos a una conclusión 
recogida en un documento consensuado en el que hay planteos a corto, mediano y largo plazo. 


Los planteos a corto plazo se han recogido en dos anteproyectos. Creo que el que tiene que ver con la 
flexibilización de las jubilaciones todavía no ha llegado al Parlamento. La iniciativa con respecto al seguro de 
desempleo contempla varios elementos que planteamos los trabajadores, y los medios de prensa han 
informado que fue aprobado por el Consejo de Ministros. 


Habrá que mejorar más, pero eso tiene costos importantes estimados en US$ 26:000.000, que no es poca 
cosa. Ha habido otros reclamos. El tema de la representación de los trabajadores en el Directorio del Banco 
de Previsión Social ha sido planteado hace más de diez años. No se calculó como marca la ley lo relativo a 
los obreros de la construcción. Esto fue así a tal punto que cuando se aprobó la Ley N? 16.713 el Directorio 
sacó una resolución que compartimos que establece que se debe tener en cuenta el montepío para calcular la 
jubilación. Un año después hubo otra resolución no habiéndose aplicado aquella por la que se dejaba sin 


efecto la anterior. Desde 1997 estamos reclamando en apoyo al planteamiento hecho por la Asociación de 
Jubilados de la construcción y por el propio SUNCA, debido al incumplimiento con lo que establecía la ley, 
ya que cuando a un obrero se lo manda al seguro de desempleo o se certifica se nominaliza su salario, pero no 
cuando se jubila. 


Me parece que está muy bien lo dispuesto en la ley porque hasta el año 1996 se corría el riesgo de que 
hubiera reclamos si se hacía por resolución del Directorio, dejando excluidos a los comprendidos en el Acto 
N* 9. A nosotros nos parece un avance importante. Por un lado, reconocemos que se van mejorando las 
condiciones de inclusión a partir de que se puedan aprobar estas leyes, más allá de que en la discusión como 
en todo diálogo, si queremos consensuar, alguien va a tener que dejar algo de lado. No sale siempre el 100% 
de lo nuestro. Habrá oportunidad de venir a las Comisiones que tratan los temas para dar nuestra visión, 
como vendrán los empresarios o los jubilados, teniendo en cuenta que quedan días para la aprobación de ese 
proyecto, cuyo límite es octubre, mientras discutimos, aprobamos y definimos un proceso de diálogo que 
llegue a generar las condiciones para una reforma estructural de la seguridad social. Independientemente de 
ese diálogo, se debe aplicar en un todo la ley que está vigente, la Ley N* 16.713, aunque nosotros no la 
acordamos ni la compartimos. Por eso, a principios del año pasado salimos a recorrer el país. Hubo más de 
ciento veinte reuniones explicando nuestra visión con respecto a la seguridad social. A su vez, dijimos que 
aquellos que no estaban obligados por la ley a afiliarse a una AFAP, si era su voluntad, deberían hacer una 
solicitud, una petición amparados por el artículo 30 de la Constitución frente al Banco de Previsión Social 
para que diera trámite ante el Poder Ejecutivo, a fin de que este no tuviera en cuenta dos decretos que son 
ilegales. 


No voy a desarrollar porque sería un atrevimiento los rangos diferentes entre ley y decreto. El decreto 
reglamenta la ley. No debe ir más allá sino que debe ayudar a la interpretación de la ley. Los Decretos 

N* 399/95 y 125/96 reafirman uno sobre el otro que la opción de afiliarse a la AFAP es irreversible. Por lo 
tanto, ese decreto quita, a quienes no estaban obligados a afiliarse, la posibilidad de desafiliarse. La ley dice 
muy claramente en sus artículos que están obligados a afiliarse las personas menores de cuarenta años de 
edad al 1? de abril de 1996, que a valores de setiembre de 1995 ganaran más de $ 5.000, así como los 
mayores de cuarenta años que por primera vez ingresaran a una actividad registrada por el Banco de 
Previsión Social. En ninguno de esos artículos dice que el resto, si tiene la voluntad de afiliarse, no puede 
desafiliarse. La Constitución de la República, en su artículo 10, establece que los ciudadanos tenemos la 
libertad de hacer todo lo que la ley no prohíbe, por lo que reivindicamos ese derecho constitucional. 
Entonces, debe haber un decreto que modifique, que anule el decreto que impide la desafiliación. 


Así lo hicimos saber el 17 de julio cuando presentamos más de nueve mil firmas y dimos los plazos 
necesarios al Poder Ejecutivo para analizar el tema. Dicho Poder, muy amablemente, nos dio a conocer, a 
través de una nota del propio Presidente de la República, que se había hecho consultas con tres 
constitucionalistas para ver si la fundamentación jurídica era correcta. Lo que sabemos hoy es que los tres 
nos dieron la razón en cuanto a que el decreto es ilegal. 


El 6 de julio sale un decreto que no tiene ninguna vinculación ideológica ni ningún compromiso con el PIT- 
CNT porque si no, no estaríamos aquí, y no tiene en cuenta nuestro planteamiento, porque solo autoriza a 
quienes eran mayores de cuarenta años al 1* de abril de 1996, que no tenían la obligación de afiliarse, 
independientemente del ingreso salarial. Si tenían actividad registrada en el Banco de Previsión Social no 
tenían obligación, y para que se afiliaran voluntariamente la ley establecía como plazo hasta el 31 de 
diciembre de 1996. Entonces, se afiliaron treinta mil personas. Hablo de personas diferenciando de 
trabajadores porque dentro de ese universo que hoy se puede presentar, de acuerdo con el decreto que se 
aprobó en junio, hay diez mil que nunca tuvieron actividad registrada en el Banco de Previsión Social. Esto 
muestra la falta de controles que existe, la no depuración de los padrones. Es una responsabilidad de la 
Superintendencia que cumple el Banco Central. Un tercio de quienes hoy estarían en condiciones de 
desafiliarse, no sabemos si son amas de casa, si cotizaron en la Caja Bancaria, si nunca trabajaron, si vivieron 
de rentas, etcétera. Tal vez por el interés de que el número de registrados a las AFAP fuera más importante, 
los incluyeron. En ese sentido, a la salida del Consejo de Ministros se hicieron anuncios y se habló de los 
perjuicios del mal asesoramiento que pudieron tener los trabajadores y de sus consecuencias, como elementos 
que llevaron a elaborar este decreto, que nos genera otra preocupación. No somos todos iguales ante la ley. Si 
no se impide desafiliarse al que no estaba obligado, ¿por qué un decreto discrimina a los menores de cuarenta 
años por una cuestión de la naturaleza? Una persona nacida el 2 de abril de 1996 no tiene derecho, pero si 
hubiera nacido el 31 de marzo de ese mismo año, es decir, tres días antes, lo tendría. 


En ese sentido por eso nuestra comparecencia aquí, creemos que el Poder Legislativo tiene mucho que ver en 
esto. 


Nosotros entregamos al Presidente de la Comisión y a los demás integrantes una carpeta con una copia de la 
nota que hicimos llegar el lunes próximo pasado al Consejo de Ministros. Allí está nuestro planteo con toda 

nuestra fundamentación jurídica. Para nosotros sería mucho más efectivo y justo la eliminación del 

artículo 8” de la ley, pero eso requiere de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Esto tiene que ver con otra 
discusión, porque el artículo 8” permite afiliarse no solo a quienes superen el primer nivel, de $ 17.156, sino 
que permite afiliarse voluntariamente a los no obligados que están por debajo de ese monto. 


Quiero terminar esta primera parte con un comentario. Los servicios informáticos y la asesoría económica y 
actuarial del BPS elaboraron un programa de simulación, que es el que se va a presentar a cada uno de 
quienes hagan la solicitud. A tal punto no hay ninguna afinidad con los planteos hechos por el PI-CNT en 
este decreto, que las solicitudes presentadas no fueron tenidas en cuenta. La persona tiene que ir de nuevo a 
decir: "Me quiero desafiliar”. Entonces, el BPS lo va a citar por segunda vez. Debería procederse así, porque 
hacerle una simulación para ver qué le sirve más, si quedarse en el sistema mixto o volver al sistema de 
reparto, es contrario a la seguridad social. Hay que tener en cuenta que la seguridad social es obligatoria. Esto 
no es bueno. Tal vez no tendríamos que sancionar a un trabajador o a un empresario por tener a un trabajador 
en negro, porque capaz que hicieron la opción, y uno de los principios de la seguridad social es la 
obligatoriedad. Eso demuestra que esto no es seguridad social, porque se le presenta el supuesto de que la 
rentabilidad es tal y la densidad de cotización hasta que se jubile, pero uno no puede saber cómo va a trabajar 
los próximos ocho o diez años. Tengo la esperanza de que el total de los trabajadores trabajemos el ciento por 
ciento del tiempo, pero si nos enfermamos o vamos al seguro de desempleo vamos a cobrar menos y a 
capitalizar menos. Podemos tener ciento por ciento de densidad de cotización, pero la transferencia va a ser 
menor. Además, hay que tener en cuenta lo complejo que es para un trabajador conocer de inversiones, bolsa 
de valores, etcétera. En el último año, esos valores medidos en Unidades Reajustables están dando negativo. 
Todos estos supuestos son condicionantes para que el sistema de capitalización le sirva o no a la hora de 
jubilarse. 


Por otro lado, rompemos con el principio de la solidaridad. Los señores parlamentarios tienen muy claro que 
por encima de $ 51.000 no se aporta a la seguridad social. Reitero: rompemos con el principio de la 
solidaridad. La esencia de la seguridad social es la redistribución de la riqueza, haciendo que quienes 
tenemos mayores ingresos aportamos para tratar de darle más a quienes tienen menos. Es cierto que con el 
sistema actual la redistribución no es justa, porque la tasa de reemplazo, cuando calculamos la jubilación, 
varía según la calculemos en un salario de $ 60.000, $ 100.000, $ 5.000 o $ 10.000. Habrá que trabajar en ese 
sentido para aprovechar esto, que es todo un tema. 


Nos anunciaron que en los próximos días tendremos una entrevista en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Esperemos que se haya entendido más nuestro planteo: por un lado, apostar al diálogo de la seguridad 
social, reconocer los avances que se están haciendo y las leyes que se vienen aprobando, pero pensamos que 
mientras avanzamos en ese camino, hay que hacer cumplir la ley. 


Por otro lado, lo central que plantemos en el Directorio del Banco de Previsión Social lo tienen marcado en el 
material que les proporcionamos- es que no estamos cumpliendo con el artículo 71 de la Ley N* 16.713 en lo 
que tiene que ver con la forma de cálculo de la jubilación a partir del año pasado. El literal B) dice: "[...] St 
fuera más favorable para el trabajador, el sueldo básico de jubilación será el promedio mensual de las 
asignaciones computables del período registrado en la historia laboral si este fuere menor de veinte y mayor 
de diez años". De acuerdo con el Decreto N* 152/98, la historia laboral rige a partir del 1” de abril de 1996. 
Por lo tanto, nosotros tenemos doce años de historia laboral: de diez y menos de veinte. Por lo tanto, 
tendríamos que componer los últimos diez años con los últimos doce, y no hacer la que estamos haciendo: los 
últimos diez con los últimos veinte. No hay veinte años de historia laboral. Hubo un decreto ilegal, el N* 325, 
que se aplicó cuando empezó a regir la ley, porque como no existía historia laboral se tomaban los diez años 
con los últimos doce, progresivamente, hasta llegar a los veinte años. Pero las leyes son muy claras. Los 
artículos 71 y 86 de la Ley N* 16.713 refieren a que el Poder Ejecutivo reglamentará la vigencia de la historia 
laboral. Sin duda, esta es una de las preocupaciones de los trabajadores que tienen estabilidad en la función 
pública. Me refiero, por ejemplo, a los trabajadores docentes que tienen estabilidad y que en estos últimos 
años han mejorado sus salarios o que por la carrera administrativa han cambiado de grado. La ley tiene una 
trampa, porque refiere a comparar los últimos diez años con los veinte años, pero si son mejores los últimos 


diez, no son tenidos en cuenta. El básico jubilatorio son los veinte años más un 5%. Se da lo menos malo, no 
lo mejor de la aportación. Por ejemplo, en el caso de los maestros si el cálculo jubilatorio da mejor en los 
últimos diez años, se aplica el criterio de los veinte años más un 5%. Esta es una discusión que está planteada 
en el BPS. 


Nosotros hemos planteado el tema de cómo interpretamos la vigencia de la historia laboral, y se está 
estudiando. En el decreto está muy claro desde cuando rige la historia laboral, y en la Ley N* 16.713 está 
vigente. Entonces, reivindicamos que se cumpla tal cual lo determinó en su momento por el Poder 
Legislativo. 


Seguiremos comprometidos más allá de que queden pocas semanas para que pueda haber una reforma 
estructural en el sistema de seguridad social. Tal vez eso será en el próximo Gobierno. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Hemos escuchado una completa intervención del Director Ferrari, que 
se la agradecemos mucho. Es notorio que se trata de un planteo bien fundado. Se podrá estar de 
acuerdo total o parcialmente o aun no estar de acuerdo con la propuesta, con el contenido de su 
intervención, pero desde mi punto de vista, creo que hay que reconocerle seriedad y argumentación en 
el decir, proponer y plantear. 


Yo no voy a introducirme en una discusión, además no es la idea, y en tal caso, la delegación que nos visita 
enriquece, sin ninguna duda, nuestro análisis y reflexión sobre este tema tan complejo, que tiene muchas 
aristas. Simplemente quiero formular dos o tres preguntas con relación a diversos aspectos que el Director 
Ferrari mencionó a lo largo de su intervención. 


El primero de ellos tiene que ver con algo que quería escuchar y me pareció muy interesante en cuanto a que 
el PL-CNT y los representantes de los trabajadores en el Banco de Previsión social que tiene una visión 
crítica del actual sistema y de las AFAP, en particular no están postulando simplemente la vuelta al pasado sin 
más trámite, sino un camino alternativo, en algún sentido intermedio. Escuché que se podría llegar a postular 
un sistema de seguridad social con un pilar de ahorro individual o de capitalización, pero en otras 
condiciones y en función de lo cual se maximizara la ganancia o la rentablidad de los trabajadores y no así de 
quienes intermedian en el sistema administrando las cuentas personales, concretamente, las AFAP. Me parece 
interesante no digo que lo comparta o que discrepe con el planteo, porque lo que hemos escuchado, por 
cierto, representa una variante o novedad que me complace reconocer. 


El Director Ferrari dijo que en el marco del diálogo nacional sobre seguridad social se habló de estas cosas y 
se alcanzaron algunos acuerdos para el corto, mediano y largo plazo. Los de corto plazo, como bien se decía, 
se resumirían a los proyectos que están ingresando al Parlamento, pero en tal caso habrían quedado aspectos 
acordados o que habrían sido objeto de consenso supongo que esto involucra al Poder Ejecutivo en cuanto a 
ajustes al sistema de seguridad social con relación a una eventual reformulación del sistema de las AFAP, que 
podría ir en el camino que menciona el Director Ferrari o en otro similar. No tenemos mayor información de 
las resultancias del debate nacional más allá de algunas referencias hechas por el Subsecretario del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, doctor Bruni, salvo los proyectos de ley que, es público y notorio, la Cámara 
va a tratar, por lo que quisiera saber si hay niveles de consenso o acuerdo que involucren particularmente al 
Poder Ejecutivo o al Partido de Gobierno con relación a ese tipo de recomendaciones, y si estén en línea con 
el planteo que formula el Director Ferrari con relación a una fórmula intermedia o a un mecanismo distinto, 
que incluiría un pilar de ahorro individual con un soporte público y no privado, como el que tenemos hoy. 


La segunda pregunta tiene que ver con esta instancia que se está dilucidando. Me quedó claro que el PTT- 
CNT, el Director Ferrari y quienes han promovido las solicitudes de desafiliaciones que fueron presentadas al 
Poder Ejecutivo, no tienen un mayor nivel de conformidad con los términos del decreto. Quisiera saber 
concretamente si la discrepancia estriba en que lo que se ha solicitado es lisa y llanamente la eliminación de 
la prohibición para salirse del sistema para aquellos que tenían más de 40 años. Lo que se está solicitando es 
hacer permanente lo que se ha habilitado por noventa días; es decir, que aquellos que tenían más de 40 años 
al momento de entrada en vigencia de la ley de seguridad social tuvieran derecho creo que es lo que alcanzo a 
interpretar, en función de que la ley no lo prohibe, a salirse del sistema en cualquier momento. El hecho de 
que el decreto haya acotado a noventa días esa posibilidad, ha generado esta discrepancia entre quienes han 
promovido esa solicitud y el propio Gobierno. Con relación a esto no lo mencionó el Director Ferrari, lo 
planteo yo, escuché críticas de los promotores de esta solicitud, al cambio que se dio en la decisión 


administrativa, porque hubo un decreto de junio y otro de agosto que corrigió el anterior. Sé que había una 
discrepancia en cuanto a la forma de transferir los aportes de un sistema a otro en función de la desafiliación 
que se iría a procesar. Por cuanto, la lectura que se hizo por parte del PIT-CNT es que ese mecanismo 
terminaría beneficiando a las AFAP, porque les representaría cero costo a la hora de esa compensación de los 
aportes a la seguridad social, ya que se imputarían al fondo. Esto lo leí en la prensa y no estuvo en el análisis 
que hizo el Director Ferrari. 


Con relación al último tema que mencionó el Director Ferrari, quiero señalar que me preocupa mucho el tema 
de la historia laboral y ese dilema que se ha dado en los hechos y en la práctica entre los dos mecanismos: el 
de los diez años o el de los mejores veinte años. Hemos recibido planteos de afiliados de manera particular y 
también hemos recibido quejas en ese sentido en el ámbito de esta Comisión por parte de algunas 
organizaciones de pasivos. Yo realicé un pedido de informes al BPS tal vez no lo tenga presente el Director 
Ferrari y se me contestó por parte del actual Directorio este mismo año que se cumplió a cabalidad y en su 
totalidad con la Ley N* 16.713 y que, inclusive, la opción entre un sistema y otro se definía simplemente por 
un sistema informático donde ya estaba perfectamente programado y preestablecido cómo se procesaba el 
análisis o la proyección para el trabajador, de un resultado o del otro, para que libremente pudiera optar por lo 
que le resultara mejor y no por lo menos malo. El hecho de que un integrante del Directorio del BPS venga a 
coadyuvar en esa denuncia, me genera una preocupación adicional, porque hasta ahora teníamos reclamos de 
algunos afiliados en forma individual y de algunas organizaciones de jubilados. Que un Director del BPS 
constate que en ese aspecto no se cumple la ley, a mí me genera el compromiso de profundizar en el análisis 
de este tema, y de cotejar lo que el Directorio oficialmente me contestó. Debo decir que es totalmente distinta 
la versión que se me dio por escrito a la que acaba de mencionar el Director Ferrari, que coincide con quienes 
están sufriendo esta situación. 


SEÑORA OIZ.- Voy a contestar algunos aspectos que planteó el señor Diputado. 


Concretamente, lo que se planteó tiene que ver con cuáles son nuestras discrepancias con los Decretos 

Nos. 281 y 291. Nosotros no solo discrepamos con el tema de los noventa días. En principio, la propuesta de 
los trabajadores es la derogación del artículo 8% de la Ley N* 16.713. Entendemos que la reforma de la 
seguridad social tiene que hacerse en forma paulatina y camino a un sistema más justo y adecuado a los 
valores y principios de la seguridad social. En esa dirección, nosotros definimos la necesidad de que exista la 
posibilidad de que cuando la ley no prohibe la desafiliación, quien voluntariamente hizo la opción por el 
sistema mixto puede volver para atrás; entendemos que es el primer camino en la construcción de una 
seguridad social adecuada. 


Entonces, nuestra oposición o insatisfacción con estos decretos no pasa por el tema del plazo de noventa días, 
sino porque, además, hay otros trabajadores que estaban dentro de la posibilidad que optaron, que no están 
dentro del régimen obligatorio de las AFAP, y que no están incluidos dentro de estos decretos con la 
posibilidad de volver para atrás; esos trabajadores son quienes no tenían 40 años y tenían ingresos inferiores 
a los $ 5.000 en los valores de la ley. 


¿Cuál es nuestra discrepancia? Con el ámbito subjetivo. Eso está referido en el documento que les hemos 
entregado ahora, así como en el que entregamos a los señores Ministros el día lunes. Entendemos que el 
ámbito subjetivo fue recortado en estos decretos con respecto a lo que estábamos planteando, que era incluir 
a aquellos trabajadores que también hicieron opción sin estar obligados y que hoy no pueden volver atrás. 
Entonces, no se trata solo de los 90 días, sino de un ámbito subjetivo que quedó corto en estos decretos. 


Además, hay otra cosa que el señor Ferrari ya refirió y es que estos decretos prevén, determinan o 
condicionan, de alguna manera, esa vuelta atrás de que el BPS plantee a los trabajadores que analicen cuál es 
el sistema que más les conviene. Y eso tampoco nos conforma. ¿Por qué? Varias razones. Vamos a manifestar 
algunas. 


Ese simulador que va a poner el Banco de Previsión Social en funcionamiento para decir al trabajador qué le 
conviene más está hecho sobre la base de supuestos. ¿Eso qué significa? Que se puede plantear al trabajador 
que sobre la base de esos supuestos hoy le conviene más quedarse en el sistema mixto o cambiarse para el 
sistema de solidaridad, pero no sabemos si para adelante van a seguir dándose las mismas condiciones sobre 
las cuales se construyó el supuesto, porque ese trabajador no acaba con su vida laboral cuando tiene que 
sentarse a hacer esa opción. Por lo tanto, el BPS no puede asegurar que lo que hoy está dando como 


elementos para hacer la opción sean los que efectivamente se configurarán en el futuro. En consecuencia, este 
criterio de que la opción se haga sobre la base de lo que sea más conveniente teniendo en cuenta 
determinadas premisas aleatorias no nos parece adecuado para tomar una decisión sobre cuál es el sistema 
que conviene al trabajador. 


La seguridad social no es una cuestión de conveniencia, no es un sistema de conveniencia individual; la 
seguridad social se valora en el marco de un colectivo. Y cuando decimos que este es un camino hacia una 
seguridad social donde los valores y el principio de seguridad social se consagran, el tema de la conveniencia 
no es un valor a reivindicar. 


Entonces, ¿qué dijimos en nuestra propuesta? Que todo aquel trabajador que quiera volver al sistema de 
solidaridad lo puede hacer, independientemente de que le parezca más o menos conveniente. ¿Por qué? 
Porque el sistema de seguridad social lo construye la sociedad y porque, además, la sociedad es la que tiene 
que atender la necesidad de esas personas que no pueden satisfacer por sí mismas sus necesidades. En esta 
construcción, creemos que estos decretos quedaron rengos. No queríamos la derogación del artículo 8”. Que 
la ley se cumpla, pero que los decretos, en el cumplimiento de las mismas, sean coherentes con lo que la ley 
dice. 


En consecuencia, entendemos que estos aspectos han quedado un poquito cortos con relación a lo que los 
trabajadores estábamos planteando. 


SEÑOR FERRARI. Voy a reiterar algo que quizás no expresamos claramente. 


El PIT-CNT no ha cambiado su posición ni tampoco ha acomodado el cuerpo a la coyuntura actual. El 25 de 
noviembre de 2003, en la sesión plenaria del Octavo Congreso del PIT-CNT, se aprobó la propuesta 
alternativa. Recuerdo que en la Comisión de Seguridad Social, allá por el año 2002 el señor Diputado 
Blasina, que la presidía, hizo una actividad muy importante de evaluaciones que, lamentablemente, después 
no se utilizó, ya hablamos de los tres pilares: un pilar básico asistencial, 100% de los trabajadores en un 
sistema de reparto, y para un pequeño grupo de trabajadores de altísimo salarios un sistema complementario 
pero residual, y no que aunque gane $ 3.500 pueda ir por una mitad a un sistema y por la otra mitad al otro; 
no hay un cambio. 


Con esa propuesta fuimos al diálogo de seguridad social. Pero cualquiera puede entrar a la página del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o de la Presidencia, que lo lleva a cada uno de los módulos en que 
se discutieron los cinco grandes temas y las presentaciones que los diferentes actores hicimos. Tuvimos la 
suerte de tener un espacio de casi una hora para presentar esa propuesta. 


El diálogo de seguridad social no concluye en una reforma estructural; dentro de las cosas que sí concluye es 
la necesidad de analizar más en profundidad algunos temas como el demográfico y el de financiamiento, para 
tener bases sólidas definidas de proyección de un sistema. 


En lo que tiene que ver con el sistema de capitalización, solo en el documento final, en las recomendaciones, 
figura lo consensuado. Lo otro no está; está expresado a veces como en planteos de las cámaras 
empresariales, del PITCNT o de la ONAJPU, pero no como una cosa de consenso, y es que las comisiones 
que cobran las administradoras de fondos de pensiones son muy altas y perjudican en su mayoría a los 
trabajadores de bajos ingresos. Esto está expresado en ese diálogo, pero hasta ahora no se han visto grandes 
cambios al respecto. Todavía hay una administradora de fondos que cobra una comisión fija, además de la 
porcentual, lo que rompe más aún la solidaridad porque el que gana menos, al tener una comisión fija, 
porcentualmente paga más. 


Lo que planteamos ya fue expresado muy claramente por la doctora Oiz. 


Respecto a la diferencia entre los decretos, debo decir que el artículo 3” del Decreto N* 281 dice que la deuda 
con el Banco de Previsión Social correspondiente a los aportes personales transferidos a la AFAP se tomará 
como equivalente y se acompasará automáticamente en un todo, y las administradoras deberán transferir las 
sumas referidas. ¿Cuáles son esas sumas? Los aportes personales transferidos. A los pocos días aparece el 
otro decreto que modifica el N* 281 y tres artículos de cuatro, y nos vuelve a dar la razón. Uno de aquellos 
artículos decía que se tenía que dar frente al Banco Central; ahora es frente al BPS. Se hace referencia a que 


la deuda con el BPS correspondiente a los aportes transferidos se compensará después de esto con el fondo 
acumulado, es decir, el primer decreto no tenía en cuenta las AFAP y les reclamaba las comisiones por 
administración. En estos doce años se han quedado con las brutales ganancias que han tenido más allá de que 
el trabajador tenga poco o mucho que transferir. 


Por último, el Banco de Previsión Social está aplicando la ley en lo que tiene que ver con el literal A) del 
artículo 71, que establece la comparación de los diez con los veinte años, y cuando son mejores los diez años, 
a los veinte se les pone un 5%. Así son los programas, a los que muchas veces se les echa la culpa, pero son 
diseñados por hombres de acuerdo con lo que se les instruye. 


Así se viene aplicando, pero nosotros entendemos que a partir de más de diez años y menos de veinte, hay 
que cambiar el literal A) por el B), de ser más beneficioso para la persona. Estamos en una transición: no 
tenemos veinte años de historia laboral y llegamos a perjudicar a trabajadores. Si no tengo información en 
2008, tengo que tomar veinte años, hasta 1988. Desde 1996 para acá, lo tengo registrado en la historia 
laboral. La norma de 1991 fue conocida como Ley Machiñena. Si antes de 1996 no tengo los salarios, porque 
la empresa no existe más, y logro probar que trabajé, me ponen el Salario Mínimo Nacional, porque menos 
de eso no pude haber ganado. Eso significa un brutal perjuicio, que castiga a cientos de trabajadores, 
producto de que aplican una ley que cuando fue aprobada el Parlamento no tuvo en cuenta con todo respeto 
que no existía historia laboral y declaración nominal al Banco de Previsión Social, y exigió que se mirara el 
salario mes a mes del trabajador cuando las empresas declaraban montos de dinero por número de 
trabajadores, sin identificar a cada uno de ellos. Se hacía por declaración; después, venía algún apoderado de 
la empresa y decía: "Fulanito trabajó y ganó tanto durante tantos años". El Banco de Previsión Social no tenía 
cómo comprobarlo, y se aplicaba el Acto N* 9 por declaración de esa persona que tenía su firma registrada. 


La ley trató de hacerlo más cristalino, pero impuso tener registrado un período de historia laboral que no 
existía y que solo puede tener la empresa si guarda la documentación. Hoy me llamó una trabajadora de 
YUTEXTIL S.A., que no tiene la documentación que necesita para jubilarse de los salarios de 1988 a 1996. 
Ella trabajaba dieciséis horas de tejedora y hacía doble turno, ¿qué pasa si le ponemos el Salario Mínimo 
Nacional? Es un ejemplo clarísimo de una limitante que no se tuvo en cuenta a la hora de legislar, pero creo 
que estamos a tiempo de interpretar toda la ley, y no solo aplicar el literal A), como hasta ahora. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Quiere decir que cuando la realidad indica que lo que más le 
conviene al trabajador son los últimos diez años no accede a la jubilación por ese mecanismo? 


SEÑOR FERRARI. El artículo 71 establece que hay que comparar los últimos diez años con los 
últimos veinte años. Si son más favorables los últimos diez años, la ley dice que no se aplique los 
últimos diez, sino que le ponga un 5% más a los veinte, salvo que tuviera fehacientemente 
documentados los veinte años de trabajo mejores en cualquier época. Pero esa es una interpretación 
que ha hecho esta Administración, que permite que si un trabajador tiene los mejores años de 1960 a 
1980, no se toman los últimos veinte años, pero si los tiene fehacientemente documentados se los 
tomamos para no perjudicarlo. La ley dice eso, que se comparen los diez con los últimos veinte. Si los 
veinte últimos años son peores que los diez no le doy los diez años sino los veinte años con un 5%. 


SEÑOR ASTI.- Usted dice que esta Administración ha hecho esa interpretación para cuando los 
salarios están "fehacientemente" demostrados. ¿Nos puede explicar ese término? 


SEÑOR FERRARI.- A veces, no sirven los recibos de sueldo o no se puede hacer por declaración; 
puede existir la empresa o no. Desde hace muchos años, la representación de los trabajadores ha 
promovido que cuando se produce el lamentable cierre de una empresa, el sindicato se preocupe de que 
el Banco de Previsión Social retire toda la documentación. Es así que el Banco se llevó toda la 
documentación de empresas como Martínez Reina, Uruguay España, MIDU, SADIL, MIDOBERS, 
etcétera. En los archivos del Banco de Previsión Social hay en papel sueldos desde 1950. 


¿Qué hicimos en esta Administración? La interpretación que tenían Administraciones anteriores era que la 
actualización de esos salarios que se quisieran tomar en cuenta se tenía que hacer por Índice Medio de 
Salarios. Como antes de 1968 este índice no se utilizaba, los sueldos de años anteriores no se actualizaban y 


eso no le servía al trabajador. Entonces, creamos un índice ficto para actualizar salarios anteriores a 1968; a 
partir de esta Administración se empezó a tener en cuenta ese criterio. 


SEÑOR BLASINA.- Me parece muy oportuno este intercambio. 


Al principio, me resultó muy clara la exposición que han hecho quienes nos visitan hoy; inclusive, pienso que 
este intercambio no debería agotarse. Hay temas que son complejos y hay asuntos pendientes de estudio, lo 
que amerita la continuidad del tratamiento de estas cuestiones, que tienen un telón de fondo indudable, que es 
la reforma gradual coincido con ese concepto del actual sistema de seguridad social. 


A título informativo, quiero decirles si es que ya no están enterados que la Cámara de Diputados ha aprobado 
tres proyectos relacionado con esta temática; dos de ellos pasaron por esta Comisión y uno por la Comisión 
de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. Hace dos semanas, aprobó un proyecto que elimina la comisión 
fija que aplicaban algunas AFAP y deja establecido como único mecanismo la comisión porcentual, partiendo 
de la base de que la comisión fija perjudicaba a los sectores de trabajadores de ingresos menores. Ese 
proyecto fue aprobado prácticamente por unanimidad. 


SEÑOR FERRARI. ¿Se pone tope máximo a la comisión porcentual? 
SEÑOR BLASINA.- No. 


Ese proyecto está ahora en la Cámara de Senadores. Por otro lado, en el día de ayer se aprobaron dos 
proyectos que estaban en el orden del día de la Cámara. Uno de ellos pasó por esta Comisión, que lo aprobó 
por unanimidad, y lo mismo ocurrió ayer en la Cámara: se aprobó por unanimidad. Se trata de un proyecto 
referido a los ex trabajadores de la construcción en lo que tiene que ver con el cálculo del sueldo básico 
jubilatorio. 


También en el día de ayer aunque no pasó por esta Comisión sino por la de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente se sancionó definitivamente el pasaje de la administración de las viviendas para jubilados a la 
órbita del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR FERRARI. La Ley N' 18.326 es parte de la propuesta alternativa de los trabajadores para, en 
el marco de un acuerdo, poder cotizar por un período a la seguridad social sin desarrollar actividad. Es 
una de las últimas leyes que se aprobó, la Ley_N” 18.326, que es muy importante para nosotros, ya que 
había situaciones de hecho. 


SEÑOR BLASINA.- Voy a referirme un poco al tronco del problema que se plantea, más allá de otros 
comentarios que han hecho. Uno es el tema de la desafiliación a las AFAP. Eso obviamente no pasó por 
el Parlamento sino que fue un decreto. Estamos de acuerdo porque era la posición que teníamos estoy 
hablando a título personal cuando en el Gobierno anterior se produjo una apertura a partir de un 
decreto del Poder Ejecutivo de entonces que, en función de resultado que produjo, se cerró 
rápidamente el plazo. Ese es uno de los temas más claros emergentes de la ley, y hago puntualización 
en esto: "emergentes en la ley", en cuanto a que los mayores de cuarenta años no estaban obligados 
según lo que claramente establece la ley a afiliarse. Sin embargo, por distintas razones, y por el hecho 
además de que hubo no sé cómo caracterizarlo un manejo por parte de quienes intermediaban entre 
las AFAP y los trabajadores, recomendándoles cómo manejar las tablas de rentabilidad y hablándoles 
de las presumibles ventajas que tenían. Inclusive, sabemos que en el caso de los mayores de cuarenta 
años se ocultó lo que la ley establecía a los efectos de lograr las afiliaciones. Es decir que las afiliaciones 
de los mayores de cuarenta años en muchos casos no fueron por un conocimiento cabal de la ley. 


En ese corto lapso se produjo ese resultado que fue la razón por la cual inmediatamente se dejó sin efecto. 
Ahora se retoma eso, que es lo que la ley dice claramente, a través de este decreto. No sabemos exactamente 
cuál ha sido el resultado hasta ahora el plazo es de noventa días en cuanto a esa disposición, pero sí nos 
parece absolutamente justo, porque además cuando se dio en el régimen anterior también sostuvimos la 
misma posición. 


En cuanto al otro planteamiento, a los decretos posteriores a la ley, creo que no merece ningún tipo de 
discusión desde el punto de vista jurídico el hecho de que los decretos posteriores no modifican lo que la ley 
en este caso habilita. Esa es una cuestión jurídica que, sin ser abogados, nos parece muy clara. 


Aquí vemos el asunto de la siguiente manera. Luego de que se aprobó la ley, con todas las tentativas, se 
produjeron dos hecho. Hubo una consulta absolutamente acotada a las partes involucradas a lo que la ley 
contenía, en el año 1995, con espacios de interlocución de 15 a 20 minutos. El otro aspecto fue la 
intervención de la Corte Electoral que contribuyó, entre otras cosas, a que la ciudadanía no pudiera ser 
consultada acerca de esa ley. 


Tengo la sensación de que los decretos posteriores, luego de aprobada la ley, publicada y conocida por lo 
menos por las organizaciones, emparentado con la campaña que se empezó a desarrollar para generar una 
consulta popular, no tuvieron los mismos conocimientos, repercusión e información que los posteriores. Eso 
posibilitó, entre otras cosas, una afiliación que no cabe duda por las cifras que se están manejando 
independientemente de otros elementos que pesaron que las afiliaciones de las AFAP hayan llegado a los 
términos que llegaron, porque sobre esos decretos no hubo -estoy hablando a título personal- la información 
necesaria. Tampoco hubo contienda jurídica respecto a este asunto. 


De manera que estos hechos que sucedieron hay que tenerlos en cuenta como influencia. No lo estoy 
oponiendo a lo que ustedes sostienen sino retrotrayéndome a la historia y a la influencia de ese asunto en el 
nivel de la afiliaciones a las AFAP. 


Considero que una simulación tiene un alcance extremadamente relativo. Una simulación de una simulación, 
un cálculo supeditado a los aconteceres posteriores, que nadie puede prever. Entonces, tiene una importancia 
relativa. 


Con respecto al tema anterior, reitero que creo en el gradualismo, como dije al principio hablé de la reforma 
del sistema. Es absolutamente imprescindible para el país a partir de ese concepto gradual. Comparto el 
hecho de establece fondos complementarios administrados sin que produzcan ningún tipo de lucro, sino solo 
el dinero que tendría que disponer quien los administre. Hay que decir también el otro día señalamos esto en 
la Comisión, respecto a la discusión de otros temas que nuestra fuerza política no llegó a ninguna definición 
sobre la reforma del sistema de la seguridad social en el último Congreso Programático, antes de las 
elecciones 


La reforma es uno de los temas no el único que estamos interesados no todos, sino algunos en impulsar. De 
manera que me parece saludable que se vuelva sobre el mismo. Creo, además, que la reforma de la seguridad 
social es un tema permanente y pasible de una discusión profunda. 


Sobre el tema de los mejores veinte años y de los últimos diez que no necesariamente son los últimos veinte 
años decimos lo siguiente. Según el desarrollo de las últimas décadas, en ciertos sectores de la industria cuya 
actividad caducó por ejemplo, la industria textil o la cárnica los mejores salarios en términos relativos se 
produjeron, precisamente, en un período bastante anterior. Cuando se habla de los mejores veinte años, es de 
total injusticia que no se tenga en cuenta a ese trabajador, que ya no pudo seguir desarrollando esa actividad 
donde percibía salarios razonables, por falta de documentación o lo que fuera. 


Yo concuerdo totalmente con el hecho de que significa una injusticia la aplicación del procedimiento por el 
cual se determina que se dé lo menos malo. Discrepo totalmente con eso. Creo que lo que ustedes han 
planteado hoy significa un avance desde el punto de vista de la interpretación en cuanto a los años que están 
registrados en la historia laboral. Creo y coincido con ustedes que al trabajador debe otorgársele no lo menos 
malo sino lo mejor. 


SEÑOR EREDIA.- Como integrante de la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT y como 
representante de los trabajadores del BPS, agradezco la oportunidad de habernos recibido para 
plantear estos temas. 


Está claro que nosotros pensamos que esto debería ser cotidiano, de manera de permitir este tipo de 
intercambio. Desde ya toda la Comisión y la representación quedamos a las órdenes. 


Simplemente, quiero decir dos cosas. 


En primer lugar, los trabajadores venimos luchando por la reforma del sistema de seguridad social. Nuestro 
compañero Ferrari expresó que desde la resolución tomada por unanimidad en el Congreso del PIT-CNT en 
el 2003 venimos poniendo a discusión nuestro proyecto cada vez que es necesario, que se basa en tres pilares. 
Es importante que miembros de esta Comisión expresen que comparten parte de lo que los trabajadores 
proponemos. 


En segundo término, quiero decir que somos integrantes de la Federación del Comercio, del Sindicato de los 
Trabajadores del Comercio y Servicios. Si bien en los últimos tiempos nuestros salarios han crecido no se lo 
vamos a decir a ustedes, que conocen la realidad del salario de los trabajadores, esto no quiere decir que no 
sean los más bajos que hay en este sector. ¿Por qué decimos esto? Porque, obviamente, se nos hace muy 
difícil explicar a muchos compañeros nuestros que hoy tienen menos de cincuenta y dos años de edad que 
hay un decreto que dice que no se pueden desafiliar. Nosotros planteamos el porqué de la necesidad de que 
todos seamos iguales ante la ley. La seguridad social es un derecho humano fundamental y para nosotros se 
basa en la solidaridad, pero también en la universalidad. 


Este tipo de cosas son las que nos preocupan como ciudadanos. De ahí que hayamos venido a solicitar la 
entrevista para realizar estos planteos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la delegación. 


Se levanta la reunion 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


